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RV: 2021-00337 Contestación demanda - excepciones previas

Juzgado 10 Civil Circuito - Antioquia - Medellin <ccto10me@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 11/03/2022 9:50
Para:  Carolina Garcia <cgarcia@cendoj.ramajudicial.gov.co>

De: duque echeverri y cia sas <duqueecheverry@une.net.co>
Enviado: jueves, 10 de marzo de 2022 2:57 p. m.
Para: Juzgado 10 Civil Circuito - An�oquia - Medellin <ccto10me@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: blancopedrohonrubia <blancopedrohonrubia@hotmail.com>; cace90 <cace90@gmail.com>; maryr1100
<maryr1100@hotmail.com>; fernandoalvareze <fernandoalvareze@une.net.co>
Asunto: 2021-00337 Contestación demanda - excepciones previas
 
Buenas tardes, remito memorial de contestación de demanda con anexos y escrito de
excepciones previas.
 
Cordialmente,
 
Carlos Alberto Duque
Apoderado demandante
 



 
 

 

SEÑOR  

JUEZ DECIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLIN 

E.S.D. 

 

REFERENCIA : PROCESO VERBAL 

DEMANDANTE : LEIDY MARCELA OSORIO RESTREPO 

DEMANDADO : DOS MIL ALVAREZ S.A.S. Y TEDEJOTA 

RADICADO  : 05 001 3103 010 2021 00337 00 

ASUNTO  : CONTESTACION DEMANDA 

 

CARLOS ALBERTO DUQUE RESTREPO, colombiano, mayor de edad, abogado 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 71.701.633 y T.P. N° 61912, como 

apoderado judicial de la codemandada DOS MIL ALVAREZ S.A.S., sociedad comercial, 

identificada con el Nit. 900.423.912-2, representada legalmente por el señor 

FERNANDO ÁLVAREZ ECHEVERRI, dentro de la oportunidad procesal doy respuesta 

a la demanda así: 

 

 

FRENTE A LA DESIGNACIÓN DE LAS PARTES 

 

Clara resulta la confesión de la parte actora respecto de la condición en la que actúa; 

esto es, se confiesa reiteradamente que en este trámite concurre la señora LEIDY 

MARCELA OSORIO, como apoderada general del señor PEDRO BLANCO 

HONRUBIA, “…quién a su vez actúa para la masa sucesoral de la difunta señora: 

MARIA OFELIA RUA GUERRA, quien se identificaba en vida con la cédula de 

ciudadanía número 21.843.382 de la Estrella (Ant)…” 

 

De la anterior confesión surge con nitidez la falta de legitimación en la causa pues la 

parte actora no concurre a este proceso como  representante de la sociedad 

TEDEJOTA VILLA & CIA S.C. EN LIQUIDACIÓN, ni se le confirió poder al apoderado 

en ese sentido, más aún dicha sociedad es demandada dentro del presente proceso y 

bajo esa premisa las pretensiones consecuencial a favor de dicha sociedad están 

llamadas al fracaso pues no puede quien demanda pretender un beneficio económico 

a favor de su contraparte y menos sin poder.   

 

Pero lo anterior, no proviene de la cosecha del suscrito sino que es nuestro H. Tribunal 

de Medellín Sala Civil en el auto proferido el día primero (1) de febrero de 2022 en el 

proceso con radicado 05001310301720210015801, quién resolvió: 



 
 

 

 

“Véase que el juzgado exigió que se adecuaran los hechos y las 
pretensiones de cara a la legitimación que aduce para actuar el 
demandante, aspecto que no fue cumplido, pues si bien se aclaró 
que el señor PEDRO BLANCO HONRUBIA actúa para la masa 
sucesoral de la difunta MARÍA OFELIA RÚA y que no actúa en 
nombre de las sociedades TEDEJOTA VILLA & CIA S. C. A. EN 
LIQUIDACIÓN e INMOBILIARIA TEVIL & CIA S.C.A EN 
LIQUIDACIÓN a MIL ALVAREZ Y CIA. S.C.A., las pretensiones en 
la demanda integrada arrimada luego de la inadmisión, se 
formularon en favor de dichas sociedades, lo que resulta 

contradictorio porque da a entender entonces que el señor 
Honrubia sí desea actuar en nombre y en favor de dichas 
sociedades, pero de forma discordante dice no hacerlo y actuar 
como sucesor de una persona natural. 
De forma insistente la parte demandante alude al fallecimiento de 
la representante legal principal y de la suplente de las 
mencionadas sociedades, para justificar la forma en que formula 
la demanda, pero olvida que precisamente esa misma calidad de 
heredero de la mayoría de acciones, como aduce, le confiere 
facultades y deberes de cara adecuar la situación acéfala en la 
que se hayan las sociedades referidas, las que al parecer 
pretende obviar demandando, no en nombre de las sociedades, 
sino como heredero de una de las socias fallecidas. 
Ésta situación, a pesar de la insistencia del juzgado de primer 
grado no fue aclarada. El hecho de que existan terceros 
interesados que tengan legitimación para discutir contratos de los 
que no fueron parte pero que los afectan, argumento que aduce el 
demandante de cara a su legitimación, no implica que se puedan 
formular pretensiones de forma contradictoria y en favor de otras 
personas distintas al demandante y que a su vez se llaman como 
demandadas, una cosa es que le asista legitimación al señor 
Honrubia, tópico que como se dijo no concierne al estudio de 
adminisibilidad de la demanda sino a la sentencia que defina el 
caso y, otra, es que éste, sin la claridad suficiente, formule 
pretensiones en favor de sociedades que no representa ni que 
acuden con éste como demandantes, aspecto éste último, la 
discordancia de las pretensiones con los hechos, que es el que da 
lugar al rechazo de la demanda”. 

 

 

A LOS HECHOS 

 

HECHO 3.1. Son varios hechos que no le consta a mi representado y explico: 

- Para febrero de dos mil diez (2010) mi poderdante ni siquiera conocía a la señora 

TERESITA DE JESUS VILLA ESPINAL y por tanto no sabe si la señora estuvo 

o no hospitalizada en dicha época, no sabe si firmó y menos si se percató de 

que documento firmó, 

- Se desconoce igualmente la falsedad imputada por el apoderado de la parte 

actora al señor JOHN EDUARDO IRAL CHALARCA y lo que es peor no se 



 
 

 

aporta ninguna denuncia penal por este hecho, a pesar de la gravedad de la 

imputación que se hace. 

 

HECHO 3.2. No le consta a mi mandante y se repite que para dicha fecha mi 

poderdante ni siquiera conocía a la señora TERESITA DE JESUS VILLA ESPINAL. 

 

HECHO 3.3. Son varias afirmaciones que no corresponden a la realidad; el apoderado 

en el proceso laboral fuer el señor CARLOS ARTURO CARDENAS por lo que mi 

poderdante desconoce las circunstancias de dicho proceso; sin embargo, consultada 

la página de la rama judicial se encuentra la demanda laboral promovida por el señor 

JOHN EDUARDO IRAL CHALARCA en contra de la sociedad INMOBILIARIA TEVIL & 

CIA S.C.A. EN LIQUIDACIÓN y la señora TERESITA DE JESUS ESPINAL VILLA.  

Consulta que coincide en la que coincide el año, el radicado y la fecha de terminación.  

En cuanto a las pretensiones de la demanda y las resultas de las mismas se desconoce 

porque mi poderdante al inicio no conocía a la demandada y luego de conocida no 

fungió como abogado dentro de dicho proceso. 

 

Lo que no se entiende es cómo si el contrato se falseó como lo afirma el apoderado de 

la parte actora se haya proferido una sentencia condenatoria y en esa cuantía.  No será 

que la ligereza del apoderado demandante, que ralla con la calumnia, constituye su 

proceder debe observarse la comunicación que envía en señor Iral Chalarcá a doña 

Teresita Villa y lo que es peor, el ahora apoderado CARLOS ARTURO CARDENAS fue 

quien presentó la demanda, fungió como apoderado de la señora Teresita Villa, ésta 

salió condenada y por desidia del apoderado demandante no se concedió el 

correspondiente recurso extraordinario de casación por no haber cancelado la caución 

fijada por el H. Tribunal Superior de Medellín, quien por demás compulsó copias al 

apoderado que hoy funge como apoderado de la parte actora, extraña postura que 

descalifica los dichos de la demanda, pues quien impulso una acción legal, generó una 

millonaria condena, no cuestionada en casación por su negligencia profesional viene a 

desconocer unos negocios jurídicos validados durante varios años por las partes 

contratantes, lo que denota una vez más la forma de actuar de quien pretende 

promover acciones legales sin fundamento y sin consideración de las consecuencias 

pecuniarias que éstas pueda traer para las personas que representa. 

 

En cuanto a los procesos ejecutivos laborales tramitados en el Juzgado Segundo 

Laboral también funge como codemandada la señora MARIA OFELIA RUA a quien mi 

poderdante representó judicialmente proponiendo el BENEFICIO DE INVENTARIO, la 

que prosperó y el proceso aún está en trámite. 

 



 
 

 

HECHO 3.4. Son varias afirmaciones que son falsas, que carecen de sustento fáctico 

y que constituyen una calumnia por la cual su señoría debe compulsar ante la justicia 

penal; en efecto, aduce la parte actora, sin prueba alguna, que mi poderdante se 

confabuló con la difunta Villa Espinal para incurrir en un alzamiento de bienes y/o un 

fraude procesal y lo que es peor de forma genérica vincula en dicha conducta a la 

sociedad en la que él funge como representante legal. 

 

También oculta la parte demandante que el día dieciocho (18) de mayo de 2011, la 

señora TERESITA DE JESÚS VILLADA, en calidad de representante legal y 

liquidadora de la sociedad TEDEJOTA VILLA& CIA S.C.A. EN LIQUIDACIÓN y el 

Señor FERNANDO ALVAREZ ECHEVERRI, en su condición de representante legal de 

la sociedad DOS MIL ALVAREZ S.A.S. suscribieron contrato de promesa de 

compraventa, cuya copia le fue entregada al apoderado Cárdenas, a don Pedro Blanco 

y a su apoderada general Leidy Marcela Osorio Restrepo, por los siguientes inmuebles, 

con el precio para cada uno de ellos, precio que fue efectivamente pagado como se 

acredita con la prueba documental que allego: 

 

- Inmueble Matrícula 01N-136631 CUARENTA Y OCHO MILLONES DE PESOS 

M/CTE. ($48.000.000). 

- Inmueble Matrícula 01N-136632 OCHENTA MILLONES DE PESOS M/CTE. 

($80.000.000). 

- Inmueble Matrícula 01N-88468 CUARENTA Y OCHO MILLONES DE PESOS M/CTE. 

($48.000.000). 

- Inmueble Matrícula 01N-10474 CIENTO CINCUENTA MILLONES DE PESOS 

M/CTE. ($150.000.000). 

- Inmueble Matrícula 01N-5011097 VEINTE MILLONES DE PESOS M/CTE. 

($20.000.000). 

 

Para un total de TRESCIENTOS CUARENTA Y SEIS MILLONES DE PESOS M/CTE. 

($346.000.000), precio que, se repite, fue efectivamente pagado por la sociedad que 

represento, no solo mediante cheques sino con el pago del precio de la compraventa 

del apartamento 1703 y parqueadero 35 del edificio Los Búcaros, calle 52 NO. 45-44, 

de las que son propietarios el señor PETER WILLS a favor de la sociedad SANTOS 

MIGUEL Y ELENA S.A.S., según lo ordenado por la vendedora, tal como consta en la 

certificación expedida por el señor PETER y en la escritura pública número 1163 de 

2013, Notaría 8 de Medellín. 

 

HECHO 3.5. Son varios hechos que merecen contestarse de forma independiente; 

veamos: 



 
 

 

 

- La Señora TERESITA DE JESUS VILLA ESPINAL no se “concertó” con mi 

poderdante y menos la asesoró para transferirle a la sociedad DOS MIL 

ALVAREZ S.A.S. los inmuebles mencionados; efectivamente, entre la Sociedad 

TEDEJOTA VILLA & CIA S.C.A. (EN LIQUIDACIÓN), se realizó contrato de 

compraventa de los inmuebles referenciados y se suscribió la Escritura Pública 

1060 de mayo 20 de 2011, en la Notaria Cuarta del Circulo de Medellín. 

- En el contrato de promesa de compraventa sobre los inmuebles mencionados, 

en la CLÁUSULA TERCERA se convino que el precio de la compraventa fue de 

TRESCIENTOS CUARENTA Y SEIS MILLONES DE PESOS M/CTE. 

($346.000.000), que fueron pagados, lo que se acredita con la documentación 

que se anexa. 

 

No es cierto como esta dicho y tal falacia resulta de fácil demostración, según la 

explicación siguiente: 

 

- El negocio jurídico celebrado con mi poderdante fue real, de ello dan cuenta la 

promesa, la escritura, los cheques consignados y los recibos que extrañamente 

la parte actora omite referir. 

- Si la parte actora conocía la comisión de un delito, como calumniosamente lo 

aduce, tenía que haber formulado la correspondiente denuncia penal so pena 

de incurrir en el punible de omisión del deber de denuncia. 

- Resulta extraño por decir lo menos que la señora TERESITA DE JESUS VILLA 

le haya contado a la señora MARIA OFELIA RUA el supuesto concierto para 

defraudar al acreedor y que en vida nunca hubiera reclamado y/o denunciado a 

mi poderdante por la no devolución de los inmuebles, según lo supuestamente 

concertado ilegalmente. 

- Mas aún, resulta extraño que la señora MARIA OFELIA en vida nunca hubiera 

reclamado y/o denunciado a mi poderdante por la no devolución de los 

inmuebles, según lo supuestamente concertado ilegalmente, máxime cuando 

era ella, supuestamente, la beneficiaria de tales bienes. 

- Igualmente resulta extraño que la supuesta versión que la demandante 

(apoderada general) tiene para instaurar tan temeraria acción se funde en el 

testimonio de dos (2) personas fallecidas y del señor PEDRO BLANCO 

HONRUBIA quien tiene conciencia y lucidez no formuló ningún tipo de acción 

legal en contra de mi poderdante y que hoy, resulte que le informó o le contó a 

la demandante. 

 



 
 

 

HECHO 3.6. No le consta a mi poderdante el valor anterior, corresponde a la parte 

demandante acreditar y probar el valor que dice tenían. Además, se repite, la 

compraventa fue real.  

 

HECHO 3.7.  No es cierto como está dicho y explicó: 

 

- El precio pactado se pagó, prueba de ello son: 

 

 La promesa de compraventa que se allega, 

 La escritura pública de compraventa, 

 La fotocopia de los cheques girados, 

 Los recibos de pago que existen y que el demandante a pesar de conocer su 

existencia aduce, sin tacharlos o desconocerlos, que no se pagaron. 

 

HECHO 3.8. No es cierto, la ficción que hace el apoderado de la parte actora respecto 

al valor comercial con base en el supuesto valor catastral, es infundada y carece de 

soporte jurídico, como toda la demanda, pues la ficción legal que se hace en la ley 

794/03 (para avalúos de inmuebles en procesos ejecutivos), es que el valor catastral 

más el cincuenta por ciento (50%) corresponde al valor comercial. 

 

HECHO 3.9. Es cierto lo confesado sobre la venta del inmueble y se resalta que la 

misma se hizo a la sociedad SANTOS MIGUEL Y HELENA, mediante escritura pública 

número 2882 del 29 de diciembre de 2011, Notaría Octava de Medellín, en la que fungió 

como representante legal la señora MARIA OFELIA RUA GUERRA; negocio jurídico 

confesado y validando, pues lo excluye el apoderado demandante, que valida la 

realidad de lo negocios jurídicos celebrados con la sociedad que represento pues si no 

fuera cierto el mismo claramente el documento público no sería una compraventa sino 

una resciliación y es que cómo se explica que quien desconozca un negocio jurídico 

respecto de un inmueble, lo compre y pague el precio por él.  Despropósito que solo 

cabe en la cabeza del abogado que ha sugerido acciones temerarias que han 

conducido a condenas millonarias a sus incautos clientes. 

 

En cuanto a la deducción del precio resulta falsa e infundada, según lo demuestra la 

documental. 

 

HECHO 3.10. Es falso, nunca la señora TERESITA DE JESUS VILLA ESPINAL, hizo 

reclamación o manifestación al señor FERNANDO ÁLVAREZ, a título personal o como 

Representante Legar de la codemandada DOS MIL ÁLVAREZ S.A.S., como lo afirma, 



 
 

 

sin pruebas, la parte actora; por el contrario, las falacias de la parte actora se desvirtúan 

fácilmente con las siguientes comunicaciones: 

 

 La Señora TERESITA DE JESUS VILLA, actuando como liquidadora 

principal y por lo tanto Representante Legal de TEDEJOTA VILLA & CIA 

S.C.A. (EN LIQUIDACIÓN), en escrito de noviembre 8 de 2011 dirigido a la 

Empresa ALBERTO ALVAREZ S. S.A., notifica que los inmuebles “ubicados 

en la calle 50 nro. 53-10 y la calle 53 nro. 45-12 local 2” le fueron vendidos a 

la sociedad DOS MIL ALVAREZ S.A.S. y en consecuencia CEDE todos los 

derechos “…en cuanto al contrato de administración de estos inmuebles…”, 

documento que se acompaña.  

 

 Comunicación de agosto 12 de 2013 remitida por la señora TERESITA VILLA 

ESPINAL a RODRIGO BETANCUR, propiedad raíz. 

 

 Escrito a puño y letra de la Señora TERESITA VILLA con fecha septiembre 

27 de 2012, dirigido al “…Doctor Fernando Álvarez…”, solicitándole “…que 

me haga,...” un testamento con los puntos que allí que consigna, documento 

no solo suscrito por la Señora TERESITA VILLA, si no también estampada 

su huella;  

 

 Comunicación del abogado ÁLVAREZ ECHEVERRI dirigida a la Señora 

TERESITA VILLA con fecha octubre 04 de 2012, donde le envía la minuta 

para testamento solicitado, que está suscrito por Doña TERESITA VILLA en 

señal de recibo, misiva que fue acompañada por la minuta de testamento y 

que la propia Doña TERESITA VILLA firma cada una de sus hojas con fecha 

octubre 05 de 2012, aprobando el contenido por estar de acuerdo con sus 

disposiciones para el testamento, prueba que también se acompaña; 

 

 Petición escrita de enero 10 de 2015, suscrita por la Señora TERESITA 

VILLA ESPINAL, le solicita al “…Dr. Fernando…”  la elaboración de nuevo 

testamento igual a uno anterior, cuya minuta también se acompaña.   

 

 Pero no solo las relaciones entre la señora Villa y el Dr. Alvarez son prueba 

de la confianza e inexistencia de simulación sino que el mismo demandante 

contrató al Dr. Alvarez, el día 27 de abril de 2015, elaborara su testamento 

conforme da cuenta la escritura pública número 896 de abril 27 de 2015, 

Notaría Octava de Medellín. 

 



 
 

 

 Pero si lo anterior no fuera suficiente, el mismo 25 de abril de 2015 mediante 

la escritura pública número 895 de la Notaría 8 de Medellín la señora Maria 

Ofelia Rua suscribe el testamento que le elaborara el Dr. Alvarez. 

 

 Confianza que igualmente aflora del hecho claro y contundente que en la 

oficina del Dr. Alvarez, a través de la abogada BERNARDA MARIA 

MONTOYA LOPEZ, mediante escritura pública número 1436 del dos de julio 

de 2015 se suscribe el trabajo de partición de la sucesión de la señora 

TERESITA DE JESUS VILLA, al que concurre como única heredera la 

señora MARIA OFELIA RUA. 

 

 Pero no solo la elaboración del testamento es prueba de la confianza e indicio 

en contra del supuesto reclamo de los bienes sino que en diciembre cuatro 

(4) de dos mil quince (2015) la señora MARIA OFELIA RUA suscribe poder 

general a favor del Dr. Fernando Alvarez. 

 
Documentos que obviamente descalifican los dichos de la parte actora pues la lógica 

enseña que si las señoras VILLA, MARIA OFELIA RUA ó el hoy demandante le 

estuviera reclamando a mi poderdante la supuesta “devolución” de los inmuebles y éste 

se negara a ello, no lo estaría contratando como su abogado para hacer los 

correspondientes testamentos y menos cuando para dichos actos ya habían 

transcurrido casi cuatro (4) años del negocio aquí demandado. Y es que, aún para el 

lego, es claro que no se contrata, y menos para actos tan privados como el testamento, 

a alguien de quien se desconfía. 

 

A su turno la señora MARIA OFELIA RUA GUERRA al atender diligencia de la 

Superintendencia ratificó las diferentes ventas celebradas con el señor FERNANDO 

ALVAREZ y/o las sociedades de las que es representante legal, al punto que ninguna 

manifestación consignó sobre el particular en la citada diligencia. 

 

Además, y como si no fuera suficiente, con la prueba documental mencionada la 

ausencia de reclamaciones, conciliaciones y/o demandas en contra de mi poderdante 

durante la vida de las prementadas señoras constituye un claro indicio de la realidad 

del negocio jurídico celebrado y de las falacias de la parte actora. 

 

HECHO 3.11. Es cierto que mi poderdante recibió materialmente los inmuebles 

transferidos por compraventa mediante la escritura pública objeto del proceso y que ha 

percibido los frutos producidos por los inmuebles durante el tiempo en que ha sido 

propietario, ha pagado los impuestos, reparaciones, administraciones, etc., lo que 



 
 

 

constituye una prueba más de las falacias de la parte actora pues si no fuera cierto lo 

dicho las señoras VILLA y/o RUA mínimamente hubieran percibido los frutos o 

reclamado por el pago de éstos lo que nunca ocurrió y ello por la potísima razón de que 

los bienes se transfirieron a mi poderdante a título de compraventa. 

 

HECHO 3.12. Así lo dice el testamento y fue cumplido en la sucesión mediante 

liquidación notarial contenido en la Escritura 1436 de 2015 de la Notaria Octava de 

Medellín, en la que consta en el acápite “…HIJUELA ÚNICA…” que a la heredera 

testamentaria MARIA OFELIA RUA GUERRA, se le adjudican las acciones que poseía 

la causante en las Sociedades TEDEJOTA VILLA & CIA S.C.A. (EN LIQUIDACIÓN) 

NIT. 900..054.801-1 e INMOBILIARIA TEVIL & CIA S.C.A. NIT. 900.141.507-1, fecha 

desde la cual quedó como representante legal principal, en su calidad de socia gestora 

suplente que ostentaba. Testamento que, por demás, fue redactado por el abogado 

FERNANDO ÁLVAREZ ECHEVERRI conforme los lineamientos y disposiciones 

remitidas por escrito por la señora TERESITA DE JESÚS VILLA 

 

HECHO 3.13. Los documentos acompañados con la demanda así lo acreditan. 

 

HECHO 3.14. Es cierto y ya fue contestado en el hecho 3.12. 

 

HECHO 3.15. Es cierto el hecho porque el Dr. FERNANDO ÁLAVREZ, fue quien 

redactó ese testamento y el testamento del Señor PEDRO BLANCO HONRUBIA, 

ahora demandante, testamentos que se redactaron atendiendo lo manifestado por el 

Señor Pedro Blanco Honrubia que no tenía descendencia, condición previa que exigía 

la Señora OFELIA RUA y que el señor PEDRO BLANCO lo cumplió manifestándolo 

bajo juramento en su Testamento.  

 

HECHO 3.16. Es falso, y explico: 

 

a. No existe ninguna solicitud o reclamo de la señora MARIA OFELIA RUA 

GUERRA y menos frente a los negocios que válidamente celebró éste con la 

señora TERESITA DE JESU VILLA ESPINAL. 

 

b. Para el segundo semestre mi poderdante no tuvo ningún encuentro físico que 

recuerde con la señora Maria Ofelia, debido a los graves quebrantos de salud 

de ésta y por el confinamiento obligatorio ordenado desde el 13 de marzo de 

2020 hasta 2021 y por recomendación médica al Dr. FERNANDO ÁLVAREZ, 

quien estuvo aislado y confinado de su oficina profesional en Medellín y 

permaneció y aun lo hace, en el Municipio de Guarne. 



 
 

 

 
c. Mi poderdante es persona correcta y quien aduzca lo contrario lo tiene que 

probar pero no lanzar difamaciones al aire sin fundamento probatorio alguno 

pues esto se tipifica como injuria, por lo que se solicita la correspondiente 

compulsa de copias por este hecho. 

 

HECHO 3.17. Es cierta la muerte de la Señora MARIA OFELIA RUA GUERRA, en esa 

fecha según el registro de defunción, es también es cierta la condición de heredero 

testamentario porque no se conoce que haya sido revocado, pero, el hecho, que 

hábilmente guarda silencio el accionante, es que el proceso de sucesión de Doña 

MARIA OFELIA RUA GUERRA, se tramitó en la Notaria Dieciocho de Medellín y está 

contenida en la Escritura Pública 292 del 28 de enero de 2021, sucesión en la cual los 

únicos bienes que relaciona son La Sociedad Comercial denominada “…SANTOS 

MIGUEL Y ELENA S.A.S. con Nit. 900.403.495-7…”, por un valor de SEIS MILLONES 

DE PESOS ($6.000.000), Sociedad que en la realidad sus bienes superan los TRES 

MIL MILLONES DE PESOS ($3.000.000.000), sucesión en la cual habilidosamente no 

incluyeron las acciones de las que era titular la causante en las plurimencionadas 

Sociedades TEDEJOTA VILLA S.A. (EN LIQUIDACIÓN) e INMOBILIARIA TEVIL & 

CIA S.C.A., y otros bienes inmuebles, maroma jurídica que deslegitima la causa por 

activa y generó que la sucesión no fuera conocida por la DIAN en atención a la cuantía. 

Se acompaña copia de la Escritura contentiva de la Sucesión.  

 

HECHO 3.18. No es un hecho sino un razonamiento jurídico y una petición que no se 

acepta como esta presentado. La señora MARIA OFELIA RUA GUERRA, hasta el 

momento de su fallecimiento ostentaba la calidad de socia gestora principal y 

Representante Legal por haber obtenido la titularidad de la totalidad de las acciones 

que en dicha sociedad tenía la Señora TERESITA DE JESUS VILLA ESPINAL y si la 

parte demandante hubiera adelantado debidamente la sucesión notarial de Doña 

MARIA OFELIA RUA GUERRA serian titulares de la acción, pero ha de entenderse 

que renunciaron a ella al no incluirla en la liquidación notarial de los bienes. 

 

HECHO 3.19. No se acepta el hecho como esta presentado. Al Señor PEDRO 

BLANCO HONRUBIA, no se le han causado ningunos perjuicios como si los ha 

causado a la sociedad demandada y a su representante legal FERNANDO ÁLVAREZ 

ECHEVERRI, con las acciones temerarias que ha emprendido, que consideramos sin 

ningún fundamento. 

 

HECHO 3.20. Son varias afirmaciones que se deben contestar de forma independiente; 

veamos: 



 
 

 

 

- Es cierto que la solicitud de conciliación prejudicial se radicó el dieciséis (16) de 

abril de 2021 y que la audiencia se celebró el día nueve (9) de junio de 2021, 

pero sin cumplir los requisitos legales; en efecto; la sociedad TDJ VILLA, según 

el agente conciliador dice que fue notificada por correo electrónico y no tuvieron 

en cuenta que en el certificado de Existencia y Representación  se estipula, en 

la página 2, que no se acepta las notificaciones por medios electrónicos y en el 

mismo certificado, en la 1ra página de informa la dirección física donde se 

recibirán notificaciones, requisito que no se cumplió. 

 

- Sin embargo, dicha conciliación no interrumpió el término de prescripción pues 

para esa fecha ya estaba prescrita, como se propondrá en la excepción de 

prescripción. 

 

HECHO 3.21. No es un hecho sino una confesión de la parte actora que no sirve de 

argumento para obviar el requisito de procedibilidad. 

 

HECHO 3.22. No es un hecho sino una confesión de la parte actora, que no sirve de 

argumento para obviar el requisito de procedibilidad. 

 

HECHO 3.23. No es un hecho sino una manifestación jurídica que no se comparte. La 

fallida conciliación no cumplió los requisitos legales, no fue citada debidamente la 

codemandada TDJ VILLA 

 

HECHO 3.24. No es un hecho sino un cómputo de términos que no se comparte. 

 

HECHO 3.25. No es un hecho sino una confesión de la parte actora que no sirve de 

argumento para obviar el requisito de procedibilidad. 

 

 

FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a la declaración principal de nulidad de absoluta por causa ilícita que dicen 

invocar y que se desconoce, así mismo me opongo a la pretensión de nulidad absoluta 

“…omisión de los requisitos legales por falta de pago de los contratos…”, porque ello 

no ocurrió y está acreditado no solo el pago sino también, la aceptación del valor y el 

acuerdo contenido en el contrato de compraventa suscrito previamente entre la Señora 

TERESITA DE JESUS VILLA ESPINAL en su condición de socia gestora y 



 
 

 

Representante legal de TEDEJOTA VILLA & CIA S.C.A. (EN LIQUIDACIÓN) NIT. 

900.054.801-1 y la demandada DOS MIL ALVAREZ Y CIA S.A.S. 

 

Oponiéndome a la pretensión principal, con la misma argumentación, me opongo a las 

pretensiones consecuenciales de esa pretensión principal numeradas 4.1.2, 4.1.3, 

4.1.4, 4.1.5, 4.1.6. 

 

Me opongo a la pretensión subsidiaria de 4.2. de “…simulación absoluta de los 

contratos de compraventa contenidos en la escritura pública número: 1960 del día 20 

de mayo de 2011…” (4.2.1.), porque el negocio jurídico compraventa de inmuebles 

celebrado entre TERESITA DE JESUS VILLA ESPINAL en su condición de socia 

gestora y Representante legal de TEDEJOTA VILLA & CIA S.C.A. (EN LIQUIDACIÓN) 

NIT. 900.054.801-1 y la demandada DOS MIL ALVAREZ Y CIA S.A.S., cumplió con 

todos los requisitos legales, entre otros, capacidad de las partes, pago y actuar libre, 

sin coacción o engaño, y a la oposición anterior (4.2.1.) con la argumentación me 

opongo a las pretensiones consecuenciales de esta subsidiaria, contenida en los 

numerales 4.2.2, 4.2.3, 4.2.4, 4.2.5 y 4.2.6. 

 

 

EXCEPCIONES DE MÉRITO 

 

I. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA.-  

 

Como lo aduje en respuesta a los hechos de la demanda el demandante dentro del 

presente proceso es el señor PEDRO BLANCO HONRUBIA concurrió como heredero 

testamentario de la señora MARIA OFELIA RUA GUERRA dentro del trámite de 

liquidación de la sucesión adelantado en la Notaria Dieciocho del Círculo de Medellín, 

según consta en la escritura pública 292 del 28 de enero de 2021, cuya copia se 

adjunta, y en ésta los únicos bienes que adjudican al demandante se relacionan con la 

Sociedad Comercial denominada “…SANTOS MIGUEL Y ELENA S.A.S. con Nit. 

900.403.495-7…”, por un valor de SEIS MILLONES DE PESOS ($6.000.000), y no se 

incluyen las acciones de las que era titular la causante en las plurimencionadas 

Sociedades TEDEJOTA VILLA S.A. (EN LIQUIDACIÓN) e INMOBILIARIA TEVIL & 

CIA S.C.A.; razón por la cual, el accionante carece de legitimación por activa pues si 

bien en la demanda se aduce que actúa para la masa sucesoral de la difunta MARIA 

OFELIA RUA GUERRA ésta ya fue liquidada y la mencionada partida no fue adjudicada 

de acuerdo con el trabajo de partición de la sucesión, contenido en la escritura pública 

que se allega. El demandante, pues, además de que evidentemente no participó en el 



 
 

 

negocio jurídico que demanda, es claro que no tiene interés alguno en el mismo, por lo 

que no está legitimado en la causa por activa. 

 

Además de lo anterior, el demandante no está legitimado en la causa por activa 

respecto de las pretensiones por él formuladas. Ciertamente, aunque en gracia de 

discusión se aceptara que se trata de un tercero interesado, es claro que no podía 

formular pretensiones en favor de la sociedad TEDEJOTA VILLA, tercera distinta al 

demandante y menos si se trata de una sociedad demandada en el proceso. Esto lo 

explicó el H. Tribunal Superior de Medellín Sala Civil en el auto proferido el día primero 

(1) de febrero de 2022 en el proceso con radicado 05001310301720210015801, que 

me permito citar: 

 

“Véase que el juzgado exigió que se adecuaran los hechos y las 
pretensiones de cara a la legitimación que aduce para actuar el 
demandante, aspecto que no fue cumplido, pues si bien se aclaró 
que el señor PEDRO BLANCO HONRUBIA actúa para la masa 
sucesoral de la difunta MARÍA OFELIA RÚA y que no actúa en 
nombre de las sociedades TEDEJOTA VILLA & CIA S. C. A. EN 
LIQUIDACIÓN e INMOBILIARIA TEVIL & CIA S.C.A EN 
LIQUIDACIÓN a MIL ALVAREZ Y CIA. S.C.A., las pretensiones en 
la demanda integrada arrimada luego de la inadmisión, se 
formularon en favor de dichas sociedades, lo que resulta 
contradictorio porque da a entender entonces que el señor 
Honrubia sí desea actuar en nombre y en favor de dichas 
sociedades, pero de forma discordante dice no hacerlo y actuar 
como sucesor de una persona natural. 
De forma insistente la parte demandante alude al fallecimiento de 
la representante legal principal y de la suplente de las 
mencionadas sociedades, para justificar la forma en que formula 
la demanda, pero olvida que precisamente esa misma calidad de 
heredero de la mayoría de acciones, como aduce, le confiere 
facultades y deberes de cara adecuar la situación acéfala en la 
que se hayan las sociedades referidas, las que al parecer 
pretende obviar demandando, no en nombre de las sociedades, 
sino como heredero de una de las socias fallecidas. 
Ésta situación, a pesar de la insistencia del juzgado de primer 
grado no fue aclarada. El hecho de que existan terceros 
interesados que tengan legitimación para discutir contratos de los 
que no fueron parte pero que los afectan, argumento que aduce el 
demandante de cara a su legitimación, no implica que se puedan 
formular pretensiones de forma contradictoria y en favor de otras 
personas distintas al demandante y que a su vez se llaman como 
demandadas, una cosa es que le asista legitimación al señor 
Honrubia, tópico que como se dijo no concierne al estudio de 
admisibilidad de la demanda sino a la sentencia que defina el 
caso y, otra, es que éste, sin la claridad suficiente, formule 
pretensiones en favor de sociedades que no representa ni que 
acuden con éste como demandantes, aspecto éste último, la 
discordancia de las pretensiones con los hechos, que es el que da 
lugar al rechazo de la demanda”. 

 



 
 

 

II. CARENCIA DE FUNDAMENTO FÁCTICO. -  

 

La presente demanda se fundamenta en unas afirmaciones que la apoderada general 

dice le manifestó su poderdante y las señoras MARIA OFELIA RUA GUERRA y 

TERESITA DE JEUS VILLA ESPINAL; sin embargo, sus dichos no solo carecen de 

soporte probatorio, sino que van en contra de la prueba documental e indiciaria que 

refulge dentro del presente proceso y por virtud de la cual se evidencia no solo la 

realidad del negocio sino su validez; en efecto,  

 

- Para febrero de dos mil diez (2010) mi poderdante FERNANDO ALVAREZ 

ECHEVERRI ni siquiera conocía a la señora TERESITA DE JESUS VILLA 

ESPINAL, 

 

- No existe ninguna denuncia, indicio o prueba para afirmar que mi poderdante se 

confabuló con la difunta Villa Espinal para incurrir en un alzamiento de bienes 

y/o un fraude procesal, 

 

- Las falsas imputaciones lanzadas en contra de mi poderdante solo encuentran 

cabida en el imaginario de la parte actora, 

 

- Mi poderdante para la fecha del negocio jurídico y a la fecha cuenta con la 

suficiente capacidad económica para adquirir los bienes tal como se acredita 

con la documental que se allega y se pretende demostrar con la testimonial 

solicitada. 

 
- El 100% de las acciones de la sociedad DOS MIL ALVAREZ SAS era y es 

propiedad de su representante legal, al igual que en la sociedad civil MIL 

ALVAREZ Y CIA S.C.A nit 900.270.636, es su socio gestor y como persona 

natural, poseía y posee los medios económicos necesarios para invertir y 

comprar y ello explica el por qué los pagos por compra de bienes se paguen 

indistintamente, a través de las sociedades o directamente por el representante 

legal con cargo a la sociedad correspondiente.  

 
- Entre la Sociedad TEDEJOTA VILLA & CIA S.C.A. (EN LIQUIDACIÓN), se 

realizó contrato de compraventa de los inmuebles referenciados y se suscribió 

la Escritura Pública 1960 del día 20 de mayo de 2011, en la Notaria Cuarta del 

Circulo de Medellín. 

 



 
 

 

- En el contrato de promesa de compraventa sobre los inmuebles mencionados, 

en la CLÁUSULA TERCERA se convino el precio de la compraventa y su forma 

de pago. 

 

- El precio pactado se pagó y prueba de ello son los siguientes documentos: 

 

 La promesa de compraventa que se allega, 

 

 La escritura pública de compraventa, 

 

 El cheque girado a nombre de la señora VILLA ESPINAL, 

 

 Los recibos de pago que existen y que el demandante a pesar de conocer su 

existencia aduce, sin tacharlos o desconocerlos, que no se pagaron. 

 

- Resulta extraño por decir lo menos que la señora TERESITA DE JESUS VILLA 

le haya contado a la señora MARIA OFELIA RUA el supuesto concierto para 

defraudar al acreedor y que en vida nunca hubieran reclamado y/o denunciado 

a mi poderdante por la no devolución de los inmuebles, mas cuando 

supuestamente durante los años 2012 a 2014 se reclamó la devolución de los 

inmuebles. 

 

- Mas aún, resulta extraño que la señora MARIA OFELIA en vida nunca hubiera 

reclamado y/o denunciado a mi poderdante por la no devolución de los 

inmuebles, según lo supuestamente concertado ilegalmente, máxime cuando 

era ella, supuestamente, la beneficiaria de tales bienes. 

 

- Peor aún, resulta más extraño, que la señora MARIA OFELIA como 

representante legal de la sociedad SANTOS MIGUEL Y ELENA S.A.S. comprara 

y pagara de mi poderdante uno de los inmuebles adquiridos mediante la 

escritura objeto de esta demanda. 

 
- Igualmente resulta extraño que la supuesta versión que la demandante tiene 

para instaurar tan temeraria acción se funde en el testimonio de dos (2) personas 

fallecidas y del señor PEDRO BLANCO HONRUBIA quien tampoco formuló 

ningún tipo de acción legal en contra de mi poderdante. 

 

- Algo más que sustenta las falacias del hecho son algunas comunicaciones 

escritas entre la Señora TERESITA DE JESUS VILLA y el señor FERNANDO 



 
 

 

ÁLVAREZ ECHEVERRI, como son el escrito a puño y letra de la Señora 

TERESITA VILLA con fecha septiembre 27 de 2012, dirigido al “…Doctor 

Fernando Álvarez…”, solicitándole “…que me haga,...” un testamento con los 

puntos que allí que consigna, documento no solo suscrito por la Señora 

TERESITA VILLA, si no también estampada su huella; la comunicación del 

abogado ÁLVAREZ ECHEVERRI dirigida a la Señora TERESITA VILLA con 

fecha octubre 04 de 2012, donde le envía la minuta para testamento solicitado, 

que está suscrito por Doña TERESITA VILLA en señal de recibo, misiva que fue 

acompañada por la minuta de testamento y que la propia Doña TERESITA 

VILLA firma cada una de sus hojas con fecha octubre 05 de 2012, aprobando el 

contenido por estar de acuerdo con sus disposiciones para el testamento, 

prueba que también se acompaña; posteriormente en petición escrita de enero 

10 de 2015, suscrita por la Señora TERESITA VILLA ESPINAL, le solicita al 

“…Dr. Fernando…”  la elaboración de nuevo testamento igual a uno anterior, 

cuya minuta también se acompaña.  Documentos que obviamente descalifican 

los dichos de la parte actora pues la lógica enseña que si la señora VILLA le 

estuviera reclamando a mi poderdante la supuesta “devolución” de los 

inmuebles y éste se negara a ello, no lo estaría contratando como su abogado.  

No se contrata, y menos para actos tan privados como el testamento, a alguien 

en quien se desconfía. 

 

- A su turno la señora MARIA OFELIA RUA GUERRA al atender diligencia de la 

Superintendencia ratificó la venta de los inmuebles a mi poderdante como se 

observa en la diligencia que se adjunta. 

 

- Además, y como si no fuera suficiente, con la prueba documental mencionada, 

la ausencia de reclamaciones, conciliaciones y/o demandas en contra de mi 

poderdante durante la vida de las prementadas señoras constituye un claro 

indicio de la realidad del negocio jurídico celebrado y de las falacias de la parte 

actora. 

 

- Igualmente, constituye un claro indicio de la realidad y validez del negocio el que 

mi poderdante desde 2011 ha percibido los frutos producidos por los inmuebles, 

lo que constituye una prueba más de las falacias de la parte actora pues si no 

fuera cierto lo dicho las señoras VILLA y/o RUA mínimamente hubiera percibido 

los frutos o reclamado por el pago de éstos lo que nunca ocurrió y ellos por la 

potísima razón de que los bienes se transfirieron a mi poderdante a título de 

compraventa. 

 



 
 

 

Una simple confrontación de las pruebas relacionadas con las falacias sobre las 

cuales se soporta esta demanda permite afirmar categóricamente que la parte 

actora carece de prueba para soportar sus dichos y conlleva el declive de las 

pretensiones de la demanda. 

 

Como si lo anterior no fuera suficiente, en este punto es que surge uno de los 

interrogantes que su Señoría planteó en el auto notificado por estados del once (11) 

de febrero de 2022 y el cual evidencia la carencia de fundamento fáctico de la 

demanda: 

 

“Ahora bien, a pesar de la claridad realmente quedan los 

siguientes interrogantes: El primero, por qué la señora TERESITA 

DE JEUS VILLA ESPINAL tuvo que acudir presuntamente al 

mecanismo de la simulación si los bienes no le pertenecían a ella 

sino a la sociedad, y por ende no iban a ser perseguidos?. 

Recuérdese que los condenados en los juicios laborales fueron la 

señora teresita y la sociedad INMOBILIARIA TEVIL & CIA S.C.A 

EN LIQUIDACION , entonces no hay claridad acerca del supuesto 

concilio defraudatorio”. 

 

III. PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA O CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE 

NULIDAD ABSOLUTA POR OMISION DE REQUISITOS LEGALES: 

 

En relación con la prescripción extintiva y la caducidad de las acciones adelantadas 

por la supuesta omisión de requisitos legales debe decirse que ésta se encuentra 

prescrita puesto que: 

 

1. La escritura pública de compraventa denunciada por la naturaleza de la 

sociedad vendedora, la naturaleza de los bienes transferidos, el objeto y/o 

destinación para el cual fueron adquiridos –léase arrendamiento comercial- a la 

luz del artículo 20 del Código de Comercio son mercantiles, así mismo, la 

sociedad demandada DOS MIL ALVAREZ Y CIA S.A.S es de carácter comercial. 

 

2. Establecida la naturaleza mercantil de dicho contrato de conformidad con el 

artículo 22 ibidem: 

 

“…Si el acto fuere mercantil para una de las partes se regirá por las 

disposiciones de la ley comercial…” 



 
 

 

 

3. El artículo 235 del Código de Comercio, establece que: “Las acciones penales, 

civiles y administrativas derivadas del incumplimiento de las obligaciones o de 

la violación a lo previsto en el Libro Segundo del Código de Comercio y en esta 

ley, prescribirán en cinco años, salvo que en ésta se haya señalado 

expresamente otra cosa.” 

 

4. La Superintendencia de Sociedades ha entendido repetidamente que en los 

negocios mercantiles el término para conocer de las acciones atribuibles a esta 

entidad es de 5 años. 

 

5. En el mismo sentido nuestra H. Corte Constitucional, en sentencia C-597 de 

1998, al analizar la demanda de inconstitucionalidad contra algunos apartes del 

artículo 1742 del Código Civil, desarrolló el tema de la prescripción de la acción 

de nulidad absoluta, y efectuó las distinciones a que hubo lugar cuando aquélla 

se origine en un objeto o causa ilícito: 

 

“(…) 

2. La nulidad en el Código Civil colombiano 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1740 del Código 

Civil "Es nulo todo acto o contrato al que falta alguno de los 
requisitos que la ley prescribe para el valor del mismo acto o 

contrato según su especie y la calidad o estado de las partes. La 
nulidad puede ser absoluta o relativa". 
 

La nulidad, según la doctrina prevalente, constituye un castigo 
o sanción civil que se impone por la omisión de los requisitos 

que la ley considera indispensables para la validez de los actos 
o contratos. La nulidad se identifica con la invalidez del acto o 
contrato. 

 
La nulidad puede ser absoluta o relativa. La primera se dirige a 
proteger el interés público o general de la sociedad, pues está 

destinada a castigar lo ilícito, es decir, lo contrario a la ley, las 
buenas costumbres y el orden público. La segunda protege el 

interés privado o particular. Sin embargo, es posible encontrar 
casos en los que los dos intereses -privado y público- se 
encuentran comprometidos, vr.gr. cuando se trata de la defensa 

de los incapaces. 
 
3. Causales de nulidad 

 
Las causales que dan origen a la nulidad se encuentran 

descritas en el artículo 1741 del Código Civil, así: 
 
"La nulidad producida por un objeto o causa ilícita y la nulidad 

producida por la omisión de algún requisito o formalidad que las 
leyes prescriben para el valor de ciertos actos o contratos en 



 
 

 

consideración a la naturaleza de ellos, y no a la calidad o estado 
de las personas que los ejecutan o acuerdan, son nulidades 
absolutas. 

 
Hay así mismo nulidad absoluta en los actos y contratos de 
personas absolutamente incapaces. 

 
Cualquiera otra especie de vicio produce nulidad relativa, y da 

derecho a la rescisión del acto o contrato." 
 
(…) 

 
5. El saneamiento de la nulidad 

 
La nulidad absoluta, por mandato expreso del artículo 1742 del 
Código Civil, cuando no es generada por objeto y causa ilícitos 

puede sanearse por la ratificación de las partes. Y en ambos 
casos, es decir, exista o no objeto o causa ilícitos por 
prescripción extraordinaria. 

 
(…) 

 
6. La disposición acusada 
 

El artículo 1742 del Código Civil, parcialmente demandado, 
además de señalar los sujetos que pueden pedir la declaración 
de nulidad absoluta y facultar al juez para hacerlo de oficio 

cuando ésta sea manifiesta, establece en la parte final: "Cuando 
no sea generada (la nulidad absoluta) por objeto o causa ilícitos 

ésta podrá ser saneada por ratificación y en todo caso por 
prescripción extraordinaria", siendo la expresión subrayada la 
acusada, porque en criterio de la actora la causa ilícita no puede 

ser saneada nunca, por atentar contra la moral social. 
 

(…) 
 
En efecto: según el precepto acusado cuando la nulidad absoluta 

no es producida por objeto o causa ilícitos puede sanearse por 
ratificación de las partes "y en todo caso por prescripción 
extraordinaria". La expresión "y en todo caso" se refiere no sólo 

a las nulidades producidas por causas diferentes a objeto o 
causa ilícitos sino también a las generadas por éstos; pues si el 

legislador hubiere querido excluir del saneamiento los actos o 
contratos cuyo objeto o causa es ilícito, bien hubiera podido 
omitir dicha frase y decir expresamente "y por prescripción 

extintiva", pero ello no ocurrió así. 
 

El Código Civil define la prescripción de la siguiente manera: "La 
prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas, o de 
extinguir las acciones o derechos ajenos, por haberse poseído 

las cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derechos 
durante cierto lapso de tiempo, y concurriendo los demás 
requisitos legales. 

 
Se prescribe una acción o derecho cuando se extingue por la 

prescripción". (art. 2512 C.C.). 



 
 

 

 
La prescripción puede ser adquisitiva, liberatoria o extintiva de 
derechos y acciones. En el presente caso la Corte sólo se referirá 

a la extintiva de la acción de nulidad absoluta, por ser ésta la de 
interés para resolver la demanda. No sin antes recordar que "La 
prescripción que extingue las acciones o derechos ajenos exige 

solamente cierto lapso de tiempo durante el cual no se hayan 
ejercido dichas acciones. Se cuenta ese tiempo desde que la 

obligación se haya hecho exigible." (art. 2535 C.C.) 
 
En este orden de ideas, la prescripción contenida en la norma 

acusada es la extintiva de la acción de nulidad absoluta, es 
decir, que transcurrido el plazo de 20 años, las personas a 

quienes el legislador les concedía facultad para incoarla ya no 
podrán hacerlo, ni el juez decretarla de oficio, pues ha precluido 
el término para ello y, por consiguiente, el acto que contenía el 

vicio queda purgado, esto es, saneado por ese aspecto. 
(…) 
 

En lo que respecta al saneamiento de la nulidad absoluta por el 
transcurso del tiempo son conocidos los argumentos expuestos 

por la doctrina prevalente para sustentarlo. Pueden citarse a 
título de ejemplo: 
 

"....la ley ha tenido que decidir qué es más conveniente para la 
salvaguardia de los intereses generales: si permitir destruir una 
situación ya establecida, aún después de 15 años, o dejarla 

subsistente, considerándola saneada del vicio que la afectaba. 
Desde todo punto de vista es más justo y conveniente para los 

intereses de todos esta última solución, porque son mayores los 
trastornos que se producirían al anular un acto jurídico pasados 
15 años de su celebración, que considerarlo saneado y válido 

después de ese plazo, aun cuando en él se contengan 
disposiciones contrarias al orden público, a la moral o a la ley 

misma. 
 
Por tal motivo, y a pesar de su repugnancia para estimar 

consolidada una situación anormal, el Código Civil ha tenido que 
reconocer que pasado el plazo de 15 años, la situación ilícita, 
anormal o ilegal ha perdido mucho de su vicio reprochable, 

máxime si se considera que durante ese tiempo no se ha 
solicitado la declaración de nulidad absoluta por ninguna de las 

muchas personas que tienen derecho a hacerlo. En 
consecuencia, tanto para consolidar una situación anormal que 
se ha mantenido durante tanto tiempo, como para sancionar la 

negligencia de las personas que están facultadas para pedir la 
nulidad absoluta, el Código Civil prohíbe que pasado el plazo de 

15 años se la pueda alegar. Jurídicamente se trata de una 
prescripción extintiva de la acción de nulidad....."1 
 

 
 

1 Alessandri Arturo, La nulidad y la Rescisión en el Derecho Civil. Tomo I. 

(…) 

 
________________ 
1 Alessandri Arturo, La nulidad y la Rescisión en el Derecho Civil. Tomo I. 



 
 

 

Circunstancias que dan lugar a las nulidades y también el encargado de estatuir lo relativo a las 
posibilidades de saneamiento o convalidación de actos o etapas procesales, la manera y términos 
en que pueden obtenerse."2 

 

Así las cosas, entra la Corte a resolver si la prescripción de la 
acción de nulidad absoluta y, por consiguiente, su saneamiento, 
cuando es generada en objeto o causa ilícita infringe el 

ordenamiento superior. 
(…) 

Sobre este mismo punto dijo la Corte en pronunciamiento 
anterior, que hoy reitera: 
 

"Todo cuanto concierne a los procedimientos judiciales, a menos 
que lo haya establecido directamente la Constitución, 

corresponde al legislador, como surge con claridad de los 
artículos 29, 228, 229 y 230 de aquélla, entre otros. Por 
supuesto, es precisamente el legislador el llamado a definir los 

hechos y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1519 del 
Código Civil, hay objeto ilícito "en todo lo que contraviene al 
derecho público de la Nación. Así, la promesa de someterse en 

la República a una jurisdicción no reconocida por las leyes de 
ella, es nula por el vicio del objeto". También "Hay objeto ilícito 

en la enajenación: 1. de las cosas que no están en el comercio, 
2. de los derechos o privilegios que no pueden transferirse a otra 
persona, 3. de las cosas embargadas por decreto judicial, a 

menos que el juez lo autorice o el acreedor consienta en ello." 
(art. 1521 C.C.) 
(…) 

El objeto y la causa lícitos han sido consagrados por el legislador 
como requisitos necesarios para la validez de los actos o 

contratos, como se lee en el artículo 1502 del Código Civil, que 
establece: "Para que una persona se obligue a otro por un acto 
o declaración de voluntad, es necesario: 1. Que sea legalmente 

capaz; 2. Que consienta en dicho acto o declaración y su 
consentimiento no adolezca de vicio; 3. Que recaiga sobre un 

objeto lícito; 4. Que tenga una causa lícita......." 
(…). 
La prescripción extraordinaria de la nulidad absoluta generada 

por objeto o causa ilícitos, no es nueva en nuestro ordenamiento, 
pues el artículo 1742 del Código Civil tal como aparecía antes de 
expedirse la ley 50 de 1936, que lo modificó, la autorizaba a los 

treinta (30) años. Con la ley 50 de 1936 -artículo 2o. 
parcialmente acusado-, se autoriza el saneamiento de la nulidad 

absoluta cuando no es generada en objeto o causa ilícita por 
ratificación de las partes y, en ambos casos por prescripción 
extraordinaria, la que fija en 20 años (art. 1o. ibidem), como se 

expresó en párrafos anteriores. 
(…) 

La prescripción extraordinaria de la acción de nulidad absoluta 
por el transcurso de 20 años, como ya se dijo, impide que 
después de vencido ese plazo, las personas que tenían interés 

legítimo para incoarla lo puedan hacer, quedando de esta 
manera saneado el vicio de que adolecía el acto o contrato, así 
éste sea ilícito. 
(…)____________________ 

2 Sent. C-217/96 M.P. José Gregorio Hernández Galindo 

 



 
 

 

IV. PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA DE DOMINIO: 

 

De otro lado, el adelantamiento de este proceso luego de más de diez (10) años de 

posesión de mi poderdante respecto de los inmuebles objeto del mismo resulta insulso, 

por decir lo menos, máxime cuando durante este tiempo ha actuado como su 

propietario al tenor de la Escritura Pública N° 1960 del día 20 de mayo de 2011 de la 

Notaría Cuarta de Medellín, debidamente registradas en las correspondientes 

matrículas inmobiliarias. 

 

De donde, es claro que en el improbable caso de una decisión favorable no podrá 

desconocerse que el demandado durante más de diez (10) años ha actuado y actúa 

como el verdadero propietario el inmueble, desconociendo dominio ajeno, con base en 

una escritura pública que constituye un justo título y por ende en él concurren los 

presupuestos de hecho para que se declare que ha adquirido el dominio de estos 

bienes por el modo adquisitivo del derecho de dominio prescripción adquisitiva 

ordinaria y/o en el peor escenario por usucapión extraordinaria. Veamos: 

 

 Los inmuebles objeto del proceso se encuentran plenamente determinados. 

 Mi poderdante tiene el corpus, esto es, la tenencia de los bienes objeto del 

proceso por más de diez (10) años. 

 Tiene el animus, esto es, ha desconocido dominio ajeno y tiene el ánimo de 

señora y dueña respecto de dichos bienes. 

 La posesión ha sido ejercida de forma pública y pacífica, siendo reconocido 

como propietario de los bienes objeto del proceso. 

 Existe identidad entre los bienes inmuebles poseídos por la sociedad y los 

bienes respecto de los cuales se pretende la declaratoria de nulidad absoluta 

y/o simulación absoluta. 

 

Igualmente, se cumplen con los requisitos procesales para que alegar la prescripción 

adquisitiva como excepción, ordenados por los numerales 5, 6 y 7 del artículo 375 del 

Código General del Proceso: 

 

 Se cumple con lo ordenado por el numeral 5, para lo cual se aporta el certificado 

de libertad y tradición. 

 En cuanto al numeral 6, respetuosamente solicito se ordene la inscripción de la 

demanda y el emplazamiento de las personas que se crean con derecho 

respecto de los inmuebles objeto del proceso, conforme lo previsto por el artículo 



 
 

 

10 del Decreto 806 de 2020. Igualmente, solicito se informe de la existencia del 

proceso a las entidades pertinentes. 

 Para dar cumplimiento al numeral 7, dentro del término previsto se fijará el 

respectivo aviso, al tratarse de bienes sometidos a propiedad horizontal. 

 

V. TEMERIDAD Y MALA FE: 

 

La temeridad y mala fe del demandante salta de bulto, pues, promueve una demanda 

sin ningún tipo de prueba, “monta” unos  supuestos de hecho sobre unas circunstancias 

acaecidas hace más de diez (10) años, no demandadas en vida por las personas 

supuestamente vinculadas, imputa la comisión de un delito y para evadir su 

responsabilidad intenta aducir que se lo contaron terceras personas, todo ello con el fin 

de desgastar a la administración de justicia en un proceso insulso y carente de prueba 

y lo que es peor sin fundamento fáctico alguno. 

 

VI. PAGO.-  

 

Como se acredita con los comprobantes de pago, las copias de los cheques y se 

demostrará con la testimonial mi poderdante pagó el precio de los inmuebles según lo 

pactado; quedando sin piso jurídico la pretensión principal de nulidad absoluta por 

ausencia de precio y desvirtuando la subsidiaria de simulación absoluta pues de estos 

pagos y la conducta de las partes contratantes durante tan prologado tiempo emerge 

la realidad y validez del negocio cuestionado por quien no es parte, ni tuvo 

conocimiento de los hechos que rodearon la negociación, antes, durante y después de 

celebrada la misma. 

 

VII. COMPENSACIÓN.- 

 

De acuerdo con lo anterior, y en el improbable caso de una decisión en contra de los 

intereses de mi poderdante, de conformidad con los artículos 1714 y siguientes del C.C. 

se decreté la compensación de los dineros pretendidos con el valor del importe pagado, 

debidamente indexado, por cada una de las sumas de dinero canceladas por mi 

poderdante con ocasión del negocio jurídico demandado. 

 

PRUEBAS 

 

1. DOCUMENTALES.-  Allego los siguientes documentos para que se les dé su 

debido valor probatorio:  



 
 

 

1.1. Copia de la Escritura Pública Nro. 1960 del día 21 de mayo de 2011 Notaria 

Cuarta de Medellín. 

 

1.2. Contrato de promesa de compraventa suscrito entre TERESITA DE JESUS 

VILLA ESPINAL en su condición de socia gestora y Representante legal de 

TEDEJOTA VILLA & CIA S.C.A. (EN LIQUIDACIÓN) NIT. 900.054.801-1 y 

la demandada. 

 
1.3. Certificado existencia y representación legal de 

TEDEJOTAVILLA&CIAS.C.A. EN LIQUIDACIÓN 

 
1.4. Certificado existencia y representación legal de SANTOS MIGUEL Y ELENA 

S.A.S. 

 
1.5. Certificado existencia y representación legal de DOS MIL ALVAREZ S.A.S. 

 
1.6. Autorización de la señora TERESITA VILLA ESPINAL, SUSCRITA POR 

ELLA, como representante legal  de TEDEJOTA VILLA &CIA S.C.A,  para 

pagar los inmuebles (Apartamento 1702 y parqueadero35 del edificio Los 

Búcaros, calle 52 No.45.44) que se le compran a  Don PETER WEIL Glaeske 

y sus hijas. 

 
1.7. Recibo de pago suscrito por don PETER MICHAEL WEIL GLASKE, donde 

certifica el pago de los inmuebles 

 
1.8. Fotocopia de cédula de PETER MICHAEL WEIL GLASKE 

 
1.9. Certificado Médico del Dr HERNAN DARIO ESTRADA, neurocirujano, sobre 

la salud mental y capacidad para tomar decisiones por parte de doña 

TERESITA DE  J. VILLA 

 
1.10. Carta manuscrita y firmada por doña TERESITA, DE SEPTIEMBRE 27 DE 

2012 Para la  elaboración de  nuevo testamento. Incluye minuta y constancia 

de envío (6 folios) 

 
1.11. Testamento de Pedro Blanco 

 
1.12. Testamento de María Rúa 

 
1.13. Sucesión de María rúa  

 
1.14. Poder General de María Rúa a Fernando Álvarez original y copia 

 



 
 

 

1.15. Sucesión Teresita de Jesús Villa Espinal 

 
1.16. Gastos notariales ($424.909) 

 
1.17. Tramite Subdirección Catastro mayo 8 de 2013 de cargue y descargue de 

propiedad. 

 
1.18. Cesión Contratos de Arrendamiento dirigida a Alberto Alvarez 

 
1.19. Consignación a Ana Beatriz Villa Mejía $5.382.720, girado de la cuenta de 

Mil Álvarez y memorial de recibido (original y Copia). 

 
1.20. Consignación a María Estela Espinal Marín $22.226.518 girado de la cuenta 

de Mil Álvarez y memorial de recibido (original y copia). 

 
1.21. Consignación cheque a Teresita de Jesús Villa Espinal por $40.000.000 

millones (original y copia) cheque firmado por Teresita. 

 
1.22. Cheque por $96.000.000 

 
1.23. Cheque por $100.000.000. 

1.24. Comunicación cesión de contrato de arrendamiento. 

 
1.25. Consignación cheque a Teresita de Jesús Villa Espinal por $60.000.000 

millones (original y copia) cheque firmado por Teresita 

 
1.26. Bolsa y Renta certificación saldo al 11 de mayo de 2010 

 
1.27. Factura gastos notaria venta apartamento de Peter Wills a Santos, Miguel y 

Elena (original) 

 
1.28.  Recibo Bancolombia cheque gerencia por $42.549.863 y constancia de recibido 

por Anne Elizabeth Weill Noreña (original y copia recibo) 

 
1.29. Constancia de recibido cheque gerencia de Bancolombia por $76.189.863 de 

Susie Weill Noreña (original) 

 
1.30. Factura gastos notaria venta Tedejota Villa a Dos Mil Álvarez  

 
1.31. Memorial enero 10 – 2015 solicitud de nuevo Testamento solicitado por Teresita 

Villa (original). 

 



 
 

 

1.32. Memorial de doña Teresita Villa a Fernando Álvarez en septiembre 27 de 2012 

para nuevo testamento (original) – minuta de Testamento de Fernando Álvarez 

a Teresita Villa (original). 

 
1.33. Aprobación de la Minuta firmada por doña Teresita el 5 de octubre de 2012. 

 
1.34.  Declaraciones de Renta 2011 – 2012 – 2013 de Dos Mil Álvarez 

 
1.35. Declaraciones de Renta 2010 – 2011 – 2012 y – 2016 y balances de Mil Álvarez 

y CIA S.C.A.  

 
1.36. Acta Asamblea Extraordinaria de enero 11 de 2011. 

 
1.37. Contestación de tutela de Carlos Cárdenas en nombre de Inmobiliaria Tevil 

 
1.38. Demanda laboral instaurada por Carlos Arturo Cárdenas en nombre de 

Inmobiliaria Tevil. 

 
1.39. Fallo revocatorio de T.S.M 

 
1.40. Solicitud de nulidad de Auto Interlocutorio 

 
1.41. Recurso contra auto interlocutorio. 

 
1.42. Auto rechaza de plano nulidad y recurso. 

 
1.43. Memorial John Eduardo Iral Chalarca  

 
1.44. Acta de Audiencia Juzgado Sexto Laboral de Descongestión 

 
1.45. Memorial de Carlos Arturo Cárdenas a Jhon Eduardo Iral Chalarca  

 
1.46. Oficio Sala Laboral de Descongestión Del TSM imposición de multa 

 
1.47. Asamblea Extraordinaria Tedejota Villa del 20 de abril de 2010. 

 
1.48. Poder especial de Teresita Villa a Carlos Arturo Cárdenas 

 
1.49. Documento solicitud entrega documentos 

 
1.50. Poder Especial 

 
1.51. Memorial poder nuevo abogado de Teresita Villa  

 
1.52. Sustitución Poder      



 
 

 

 
1.53. Respuesta incidente desacato. 

 
1.54. Respuesta remitida a la Superintendencia de Sociedades por MARIA OFELIA 

RUA con sus anexos. 

 
1.55. Acta de visita Superintendencia de sociedades. 

 
1.56. Escritura pública 2.882 del 29 de diciembre de 2011. 

 
1.57. Escritura pública 1163 del 18 de junio de 2013. 

 
1.58. Comunicación de agosto 12 de 2013 remitida por la señora TERESITA VILLA 

ESPINAL a RODRIGO BETANCUR, propiedad raíz. 

 

2. TESTIMONIOS 

 

Sobre los hechos de la demanda, esta respuesta en especial lo que conozcan sobre la 

negociación de inmuebles por parte del representante legal de la sociedad demandada 

y la señora TERESITA DE JESUS VILLA ESPINAL en su calidad de Representante 

Legal, Socia Gestora, los pagos efectuados, el contrato de PROMESA DE 

COMPRAVENTA, la capacidad de compra del demandado, la conducta de la 

demandante posterior a la venta, declararan las siguientes personas: 

 

2.1. LUIS EMILIO CALDERON DURANDO CC. 70.505.319, dirección 

electrónica lemiliocalderon@gmail.com y celular 3007169668. 

 

2.2. JORGE DANIEL LÓPEZ DELGADO, dirección electrónica 

jorged.lopezp74@gmail.com 

 
2.3. ISABEL CRISTINA POSADA, dirección electrónica isacrispo@gmail.com 

 
 

2.4. JOSEPH MARTINEZ PEREIRA, dirección electrónica 

JIREHYESHUA@hotmail.com y celular 3007169406. 

 

2.5. FERNANDO VELEZ MONTOYA, dirección electrónica 

velezmontoya@hotmail.com y celular 3116340101. 

 
2.6. PETER MICHAEL WEIL G., carrera 43 No. 50-71, apto. 301, email: 

pmweil@une.net.co 

 

mailto:lemiliocalderon@gmail.com
mailto:jorged.lopezp74@gmail.com
mailto:isacrispo@gmail.com
mailto:JIREHYESHUA@hotmail.com
mailto:velezmontoya@hotmail.com
mailto:pmweil@une.net.co


 
 

 

3. INTERROGATORIO DE PARTE:  Que deberán absolver el demandante y su 

apoderado el día y hora que a bien tenga fijar su despacho. 

 

4. DECLARACIÓN DE PARTE.- Solicito se decreta la declaración de parte del 

representante legal de mi poderdante, quien depondrá sobre el negocio jurídico 

demandado, su validez, precio, pago, capacidad económica, y las demás 

condiciones que rodearon la relación contractual con los antecesores del 

demandante. 

 

OBJECION AL JURAMENTO ESTIMATORIO 

 

De conformidad con el artículo 206 del Código General del Proceso, respetuosamente, 

por medio del presente escrito objeto el juramento estimatorio presentado por la parte 

actora por cuanto su explicación para la cuantificación de los frutos proviene de un 

simple capricho, sin fundamento legal o jurisprudencial; más aún, su cuantificación se 

hace en contravía de todos los principios que gobiernan la forma de determinación de 

este perjuicio, tales como la forma en que establece el avalúo comercial en contravía 

de la ley 794 de 2003 pues fija el valor supuesto valor comercial por el doble del avalúo 

catastral, lo que contraviene la norma citada que ordena que el avalúo comercial 

corresponde al catastral más el cincuenta por ciento (50%); razón por la cual, se 

rechaza dicha cuantificación y se exige la acreditación de los supuestos frutos 

perseguidos luego de más de diez (10) años.  

 

 

NOTIFICACIONES 

 

DEMANDANTE y DEMANDADO:  Las denunciadas en la demanda. 

 

APODERADO                                : Calle 47 # 69ª-23, oficina 302, Medellín. 

         Email: duqueecheverry@une.net.co 

         Tel. 2602261 ó 3128334675 

 

Del señor Juez, 

Medellín, marzo de 2022 

 

CARLOS ALBERTO DUQUE RESTREPO 

C.C. #71.701.633 – TP. 61912 

mailto:duqueecheverry@une.net.co



































































































































































































































































































































































































































































































































































